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SENTENCIA

En la Villa de Madrid, a once de Abril de dos mil once.

VISTO el recurso de casación número 4167/2008, interpuesto por el Procurador Don Javier Huidobro
Sánchez-Toscano, en nombre y representación de Don Martin , con asistencia de Letrado, contra la
sentencia de la Sección Octava de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 20
de mayo de 2008, dictada en el recurso contencioso-administrativo número 182/2006 , seguido contra la
resolución de la Subsecretaria de Interior de 15 de febrero de 2006, que acordó denegar el reconocimiento
de la condición de refugiado y el derecho de asilo al referido ciudadano nacional de Colombia. Ha sido parte
recurrida la ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO, representada y defendida por el Abogado del Estado.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- En el proceso contencioso-administrativo número 182/2006, la Sección Octava de la Sala
de lo Contencioso- Administrativo de la Audiencia Nacional dictó sentencia de fecha 20 de mayo de 2008 ,
cuyo fallo dice literalmente:

« PRIMERO.- Desestimar el recurso contencioso administrativo promovido por la representación
procesal de don Martin contra la Resolución de la Subsecretaria de Interior de 15 de febrero de 2.006,
dictada por delegación del Ministro del Interior, por ser ajustada Derecho.

SEGUNDO.- Desestimar las demás pretensiones deducidas por la parte recurrente.

TERCERO.- No procede hacer expresa declaración en costas .».

SEGUNDO.- Contra la referida sentencia preparó la representación procesal de Don Martin recurso
de casación, que la Sección Octava de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional
tuvo por preparado mediante providencia de 18 de julio de 2008 que, al tiempo, ordenó remitir las
actuaciones al Tribunal Supremo, previo emplazamiento de los litigantes..

TERCERO.- Emplazadas las partes, la representación procesal de Don Martin recurrente, compareció
en tiempo y forma ante este Tribunal Supremo, y con fecha 6 de octubre de 2008, presentó escrito de
interposición del recurso de casación en el que, tras exponer los motivos de impugnación que consideró
oportunos, concluyó con el siguiente SUPLICO:
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« Que, teniendo por presentado este escrito con sus copias se sirva admitirlo y, tener por interpuesto,
en tiempo y forma, y en la representación de Don Martin que tengo acreditada, el presente RECURSO DE
CASACIÓN contra la Sentencia de 20 de mayo de 2008, de la Sección 8ª de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional y, previa su tramitación, dicte en su día Sentencia que
CASE Y ANULE la recurrida y se pronuncie de conformidad con los motivos del presente recurso y los
pedimentos contenidos en el original escrito de demanda, o SUBSIDIARIAMENTE, la autorización de su
permanencia en España por razones humanitarias, con expresa imposición de costas a la Administración
demandada. » .

CUARTO.- La Sala, por providencia de 10 de diciembre de 2008, admitió el recurso de casación.

QUINTO.- Por providencia de la Sala de fecha 29 de enero de 2009, se acordó entregar copia del
escrito de formalización del recurso a la parte comparecida como recurrida (la ADMINISTRACIÓN DEL
ESTADO) a fin de que, en el plazo de treinta días, pudiera oponerse a los recursos, lo que efectuó el
Abogado del Estado en escrito presentado el día 24 de febrero de 2009, en el que expuso los
razonamientos que creyó oportunos y concluyó con el siguiente SUPLICO:

« que teniendo por presentado este escrito y por evacuado el trámite de oposición, dicte sentencia
por la que declare no haber lugar al recurso y se impongan las costas al recurrente. ».

SEXTO.- Por providencia de fecha 31 de enero de 2011, la Sección Quinta de esta Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo acordó, de conformidad con las normas de reparto, remitir
las actuaciones a esta Sección Tercera. Recibidas las actuaciones en la Sección Tercera y, visto el estado
en que las mismas se encuentran, por providencia de 10 de febrero de 2011 se acuerda que queden
pendientes de señalamiento para votación y fallo cuando por turno corresponda.

SÉPTIMO.- Por providencia de fecha 23 de febrero de 2011, se designó Magistrado Ponente al
Excmo. Sr. D. Jose Manuel Bandres Sanchez-Cruzat, y se señaló este recurso para votación y fallo el día 6
de abril de 2011, fecha en que tuvo lugar el acto.

Siendo Ponente el Excmo. Sr. D. Jose Manuel Bandres Sanchez-Cruzat, Magistrado de la Sala.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Sobre el objeto del recurso de casación.

El recurso de casación que enjuiciamos se interpone por la representación procesal de Don Martin
contra la sentencia dictada por la Sección Octava de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la
Audiencia Nacional de 20 de mayo de 2008 , que desestimó el recurso contencioso-administrativo
promovido contra la resolución de la Subsecretaria de Interior de 15 de febrero de 2006, que acordó
denegar el reconocimiento de la condición de refugiado y el derecho de asilo al referido ciudadano nacional
de Colombia.

SEGUNDO.- Sobre la fundamentación de la sentencia recurrida.

La Sala de instancia fundamenta la decisión de desestimación del recurso contencioso-administrativo,
en la apreciación de que no se ha acreditado la existencia de persecución o el temor fundado de padecerla,
en el sentido del artículo 1.A.2 de la Convención de Ginebra sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 , y
el artículo 3 de la Ley 5/1984, de 26 de marzo , reguladora del derecho de asilo y de la condición de
refugiado, según se refiere en los fundamentos jurídicos tercero y cuatro de la sentencia recurrida, en los
siguientes términos:

« [...] Teniendo en cuenta las precedentes consideraciones, la Sala aprecia que en este caso la
demanda no ofrece un relato claro, preciso y convincente, prima facie al menos, que permita considerar que
el recurrente es objeto de la persecución que alega.

La Sala es consciente de la dificultad que entraña acreditar extremos relativos a una persecución real,
y no es preciso hacer mayores razonamientos para comprender claramente que una persona que sale de su
país por motivos de persecución, hostigamiento o violencia no suele estar en condiciones de obtener los
medios que acrediten tales conductas -más bien sucede justamente lo contrario-, lo que permitiría apreciar
los hechos y valorar las circunstancias con amplitud. En el presente caso, sin embargo, el relato de hechos
y la documentación en que éste se sustenta, están lejos de estos parámetros.

Centro de Documentación Judicial

2



A estos efectos es menester poner de manifiesto las consideraciones siguientes:

a) En su primera declaración el señor Martin manifestó que su padre dejó de pagar la "vacuna"
exigida en el mes de diciembre de 2.001, mientras que en la petición de reexamen alegó que nunca la había
pagado.

b) Según manifestó, la familia se desplazó a Ecuador, sin que se haya explicado porqué no
permaneció en ese país, donde no consta que sufriesen persecución alguna.

c) El informe emitido por Acción Social en mayo de 2.003 (folio 9.5), donde se hacen constar las
amenazas sufridas por el recurrente, no puede ser tenido en consideración, dado que en esa fecha no
consta que éste hubiera denunciado los hechos, además de que, según manifestó, en esa época se
encontraba en Ecuador.

d) Tal y como pone de manifiesto el informe de la Inspección, la Resolución de la Unidad Territorial de
la Red de Solidaridad Social, de fecha 17 de septiembre de 2.004, por la que se inscribe al recurrente y a su
familia en el Registro Nacional de Población Desplazada, es de dudosa factura, pues tratándose de un
documento oficial no presenta indicación alguna que permita considerar que ha sido expedido por las
autoridades competentes.

e) El documento obrante al folio 9.9 no es otra cosa que una fotocopia de contenido genérico -una
llamada al campesinado- sin relación alguna con el interesado.

f) Tampoco puede ser tenido en consideración el documento obrante al folio 9.12, cuyo contenido y
factura dista mucho de los documentos en los que constan amenazas reales de las FARC, según ha podido
constatar esta Sala en expedientes de asilo tramitados a instancias de ciudadanos colombianos.

g) La práctica totalidad de los documentos que el recurrente presenta en apoyo de su pretensión
(folios 9.6, 9.7 y 9.8) datan, aunque alguno carezca de fecha, de los meses de septiembre y octubre de
2.004, poco tiempo antes de la venida del recurrente a España -el 31 de octubre de 2.004-, lo que permite
presumir que esta documentación han sido reunida o confeccionada con la finalidad ex profeso de obtener
asilo en nuestro país.

Por lo demás, el informe de la Instrucción, al que es añadir nada nuevo, no ha sido desvirtuado en la
demanda, sin que la actividad probatoria practicada en el recurso permita cuestionarlo.

[...] Finalmente, aunque no se haya solicitado expresamente, la Sala debe examinar si concurren en
este caso razones humanitarias o de interés público -ex artículo 17.2 de la Ley 5/1984 . Sobre esta cuestión
ya se ha pronunciado este Tribunal en anteriores ocasiones (Sentencia de 17 de diciembre de 2.003 , entre
otras) en los términos que a continuación se exponen, de aplicación al caso que nos ocupa:

"El expresado precepto -artículo 17.2 de la Ley 5/1984 -, tras haberse establecido en el número
anterior que la inadmisión a trámite o la denegación de la solicitud de asilo determinarán el rechazo en
frontera o la salida obligatoria o expulsión del territorio español, según los casos, del extranjero, si careciera
de alguno de los requisitos para entrar o permanecer en España de acuerdo con la legislación general de
extranjería, añade que 'por razones humanitarias o de interés público podrá autorizarse, en el marco de la
legislación general de extranjería, la permanencia en España de interesado cuya solicitud haya sido
inadmitida a trámite o denegada, en particular cuando se trate de personas que, como consecuencia de
conflictos o disturbios graves de carácter político, étnico o religioso, se hayan visto obligadas a abandonar
su país y que no cumplan los requisitos a que se refiere en número 1 del artículo tercero de esta Ley '.

"Nos encontramos en este precepto con una previsión del legislador para que la Administración
pueda autorizar al extranjero en quien no concurran los requisitos del artículo 3.1 de la Ley a permanecer en
España, confiriendo de este modo a la Administración la posibilidad de valorar la situación concreta del
solicitante de asilo con un margen de discrecionalidad para resolver.

En nuestro caso, no existen condiciones que permitan considerar que concurran alguna o algunas de
las circunstancias a que se ha hecho referencia, de modo que carecería de fundamento la adopción de la
medida interesada.

En suma, pues, cumplidos los requisitos y trámites previstos en la normativa reguladora, no
apreciando la Sala motivos que acrediten la existencia de persecución, o su temor fundado a padecerla, por
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motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, con lo
cual no concurre el presupuesto necesario para el reconocimiento del derecho a asilo conforme a lo previsto
en el artículo 1.A.2, párrafo primero, de la Convención de Ginebra de 1.951, sobre el Estatuto de los
Refugiados , y en el artículo 1.2 del Protocolo de Nueva York de 31 de enero de 1.967 , Instrumentos
internacionales ambos a los que expresamente se remite el artículo 3 de la Ley de Asilo , y no apreciándose
tampoco motivos relevantes que permitan acceder a la permanencia en España del recurrente por las
causas previstas en el artículo 17.2 de la Ley 5/1984 , procede desestimar el recurso . » .

TERCERO.- Sobre el planteamiento del recurso de casación.

El recurso de casación, interpuesto por la representación procesal de Don Martin , se articula en la
formulación de un único motivo de casación, fundado al amparo del artículo 88.1 d) de la Ley reguladora de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, por infracción de los artículos 3.1 y 17.2 de la Ley 5/1984, de 26
de marzo , reguladora del derecho de asilo y de la condición de refugiado, del artículo 22 de su Reglamento
, del artículo 1.A.2 de la Convención de Ginebra y del articulado del Protocolo sobre el Estatuto de los
Refugiados , hecho en Nueva York el 31 de enero de 1967, así como de la jurisprudencia aplicable, y del
artículo 24 de la Constitución.

En el desarrollo argumental del motivo de casación se aduce su disconformidad con la
fundamentación jurídica de la sentencia recurrida, por no apreciar la existencia de temores fundados de
persecución, incurriendo en error en la valoración de los documentos aportados, que demostrarían que el
solicitante y su familia habían padecido amenazas y hostigamientos, que cabe poner en relación con la
realidad social y política de Colombia.

CUARTO.- Sobre la improsperabilidad del recurso de casación.

El recurso de casación, en los estrictos términos planteados, no puede prosperar, porque
consideramos que la Sala de instancia no ha infringido el artículo 3.1 de la Ley 5/1984, de 26 de marzo ,
reguladora del derecho de asilo y de la condición de refugiado, al declarar que es ajustada a derecho la
resolución de la Subsecretaria de Interior de 15 de febrero de 2006, que acuerda denegar la concesión de
asilo, con base en la consideración de que no se ha acreditado que concurra el presupuesto de persecución
por razones de raza, religión, nacionalidad o pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas o
el temor fundado a padecerla, en el sentido del artículo 1.A.2 de la Convención de Ginebra sobre el Estatuto
de los Refugiados , tras haber realizado una valoración ponderada de las circunstancias concurrentes en
este supuesto, que evidencia la falta de precisión y coherencia de los hechos alegados para fundamentar el
reconocimiento del derecho de asilo.

A los efectos de resolver adecuadamente el presente recurso de casación, cabe exponer, con
carácter preliminar, algunas consideraciones sobre el contexto normativo y jurisprudencial en que se
inscribe el reconocimiento del derecho de asilo.

La Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, adoptada en Ginebra el 28 de julio de 1951 , y el
Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados, hecho en Nueva York el 31 de enero de 1967 , pretenden
garantizar a aquellas personas consideradas refugiados, conforme a lo dispuesto en el artículo 1, apartado
A.2 , por padecer fundados temores de ser perseguidas por motivos de raza, religión, nacionalidad,
pertenencia a determinado signo social u opciones políticas y no quieran acogerse a la protección de su
país de origen, un estatuto personal específico en la Ley del país de refugio que asegure el ejercicio mas
amplio de los derechos y libertades fundamentales que les permita vivir en condiciones de dignidad, con la
finalidad de evitar que sean expulsados a aquel territorio donde su vida o su libertad estuvieran
amenazadas.

El artículo 13.4 de la Constitución española de 27 de diciembre de 1978 , reconoce el derecho de
asilo, al disponer que «la ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas
podrán gozar del derecho de asilo en España».

El Tribunal Constitucional ha precisado en la sentencia 53/2002, de 27 de febrero , el alcance del
artículo 13.4 de la Constitución, que permite configurar el estatuto constitucional del peticionario de asilo, en
los siguientes términos:

« Si bien es cierto que el art. 13.4 CE reconoce el derecho de asilo, hay que subrayar que el mismo
precepto constitucional remite al legislador ordinario -y sobre esto último volveremos en el F. 14 - los
«términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del derecho de asilo en
España». Estamos entonces ante una remisión al legislador ordinario para configurar el régimen de disfrute
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de este derecho constitucionalmente reconocido a quienes solicitan asilo en España. Atendiendo a la
ubicación sistemática del precepto en el texto constitucional (Capítulo I del Título I : «De los españoles y los
extranjeros») fácilmente se colige que no estamos ante un derecho fundamental de los enunciados en el
Capítulo II del mismo Título I de la Constitución. Estamos, propiamente, ante un mandato constitucional para
que el legislador configure el estatuto de quienes se dicen perseguidos y piden asilo en España. Los
derechos del solicitante de asilo -o del ya asilado- serán, entonces, los que establezca la Ley. Obviamente,
la Ley que regule el régimen de los extranjeros asilados -o peticionarios de asilo- ha de respetar plenamente
los demás preceptos de la Constitución y, en especial, los derechos fundamentales que amparan a los
extranjeros. Pero ningún precepto constitucional exige que esa Ley de configuración del derecho de asilo se
apruebe con forma de ley orgánica. Hecha esta aclaración conviene que nos detengamos en precisar en
qué términos los peticionarios de asilo disfrutan de los derechos fundamentales enunciados en los arts. 17 y
19 CE .

a) Ninguna duda hay, en primer lugar, de que el solicitante de asilo, en tanto extranjero, sólo disfruta
del derecho fundamental a entrar y circular libremente por España (art. 19 CE ) en los términos que
disponen los Tratados y la Ley. Así está dicho en la jurisprudencia de este Tribunal (SSTC 94/1993, de 22
de marzo, F. 3 ; 86/1996, de 21 de mayo, F. 2 ; 174/1999, de 27 de septiembre , F. 4 ). En la actualidad el
derecho de los extranjeros a entrar en España está condicionado, con carácter general, al cumplimiento de
los requisitos del art. 25.1 y 2 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos y Libertades de
los Extranjeros en España y su Integración Social (parcialmente reformada por la Ley Orgánica 8/2000, de
22 de diciembre ). Como excepción, el art. 5.7.3 LRDA prevé también que quien solicita asilo en frontera -y
que no cumple con los requisitos del art. 25.1 y 2 de la Ley Orgánica 4/2000 - pueda entrar en España
(supuesto que la permanencia en las «dependencias adecuadas» del puesto fronterizo pueda considerarse
tal), si bien de forma limitada y provisional, mientras sobre la petición de asilo recae una primera resolución
de admisión a trámite. De esta forma el Estado español protege, conforme a lo dispuesto en el art. 33.1 de
la Convención de Ginebra de 1951 , a quienes acceden a un puesto fronterizo y en él denuncian un temor
fundado de ser perseguidos. El amparo o protección del Estado español se cifra, conforme al art. 5.7.3
LRDA , en la permanencia del extranjero en el puesto fronterizo; sólo en esos precisos y limitados términos
autoriza la Ley la entrada provisional en España de extranjeros solicitantes de asilo. Fuera de esas
condiciones el solicitante de asilo en frontera carece de todo derecho, ni constitucional ni legal, a entrar o
circular por España.

b) Durante el tiempo en que el solicitante de asilo permanece en «dependencias adecuadas» del
puesto fronterizo rigen, por principio, los derechos fundamentales derivados de la dignidad de la persona
que la Constitución reconoce a todas las personas sometidas a los actos de los poderes públicos
españoles. Los solicitantes de asilo disfrutan, por tanto, del derecho a la libertad que el art. 17.1 CE
reconoce a todas las personas ( STC 115/1987, de 7 de julio , F. 1 ). Lo relevante aquí no es la concreta
ubicación territorial de las «dependencias adecuadas» a que se refiere el art. 5.7.3 LRDA , y que será bien
distinta según que la entrada en España sea por tierra, mar o aire. Lo determinante es, desde la perspectiva
propia de los derechos fundamentales, la existencia de una situación legal de sometimiento de los
solicitantes de asilo a un poder público español. Este es el criterio que resulta tanto de la jurisprudencia de
este Tribunal (por todas: STC 21/1997, de 10 de febrero , F. 3 ) como del art. 1 CEDH (relevante para la
interpretación de nuestros derechos fundamentales, conforme al art. 10.2 CE ) y de la jurisprudencia del
TEDH (así, en un caso de retención de solicitantes de asilo en zona aeroportuaria, en la STEDH de 25 de
junio de 1996, caso Amuur c. Francia). Dicho esto, desde ahora debemos advertir y destacar que la
permanencia del solicitante de asilo en las «dependencias adecuadas» de frontera en ningún caso impide
que ese mismo extranjero abandone aquel lugar de espera cuando lo considere conveniente, aunque no,
por supuesto, para entrar incondicionalmente en España, ámbito éste en el que no disfruta del derecho
fundamental a «entrar y salir libremente de España» (art. 19 CE ), sólo reconocido constitucionalmente a los
españoles .».

El artículo 3 de la Ley 5/1984, de 26 de marzo , reguladora del derecho de asilo y de la condición de
refugiado, modificado por la Ley 9/1994, de 19 de mayo , prescribe las causas que justifican la concesión de
asilo y su denegación, en los siguientes términos:

« 1. Se reconocerá la condición de refugiado y, por tanto, se concederá asilo a todo extranjero que
cumpla los requisitos previstos en los Instrumentos Internacionales ratificados por España, y en especial en
la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, hecha en Ginebra el día 28 de julio de 1951 , y en el
Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados, hecho en Nueva York el 31 de enero de 1967 .

2. No se concederá asilo a quienes se encuentren comprendidos en algunos de los supuestos
previstos en los artículos 1 F y 33.2 de la referida Convención de Ginebra . » .
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La exposición de motivos de la referida Ley 5/1994 , expone el designio del legislador al regular el
derecho de asilo:

« 1. Motivos de asilo.- El derecho de asilo en su dilatada historia ha transformado el ámbito de
protección. Si en un principio beneficiaba sólo a los delincuentes comunes y nunca a los políticos, desde
finales del siglo XVIII la tendencia se invierte, de modo que en la actualidad sólo protege a los perseguidos
políticos, entendida esta expresión en sentido amplio (raza, religión, nacionalidad, etcétera).

Nuestra Ley es en este punto generosa, pues junto a los perseguidos comprende también a quienes
hayan cometido delitos políticos o conexos, que no lo sean en España.

2. Protección que ofrece el asilo.- La protección primaria y esencial consiste en no devolver a la
persona al Estado perseguidor y, por tanto, desestimar las peticiones de extradición. De ahí que la solicitud
de asilo suspenda, hasta la decisión definitiva, el fallo de cualquier proceso de extradición del interesado
que se halle pendiente o, en su caso, la ejecución del mismo (artículo 5.2 ). En cualquier caso, la expulsión
de un extranjero nunca se realizará al país perseguidor, salvo casos de extradición formalmente acordada
(artículo 19.1 ).

Además, el asilo puede comprender también las medidas previstas en el artículo 2 (autorización para
trabajar, asistencia social, etcétera).

3. Reconocimiento del derecho.- La petición de asilo puede hacerse en cualquier frontera española,
aun cuando no se tenga la documentación en regla, en este último caso pueden adoptarse medidas
cautelares. Lógicamente la petición puede cursarse también dentro del territorio nacional.

El reclamante puede valerse de abogado, que se nombrará de oficio si lo solicita. Se prevé también la
intervención del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para Refugiados en el procedimiento (artículo 5.5
).

La condición de asilado se reconoce por extensión a los ascendientes y descendientes en primer
grado, así como al cónyuge (artículo 10 ) .».

Asimismo, cabe consignar, que, según dijimos en la sentencia de esta Sala jurisdiccional de 17 de
diciembre de 2010 (RC 5444/2007 ), «la cuestión de fondo que examinamos ha de partir de la naturaleza de
la protección que dispensa el derecho de asilo, previsto en el artículo 13.4 de la CE , a los extranjeros a los
que se reconozca la condición de refugiado, y que se somete en la Ley 5/1984, de 26 de marzo , reguladora
del derecho de asilo y de la condición de refugiado, después de la reforma por Ley 9/1994, de 19 de mayo ,
a la concurrencia de una serie de causas que justifiquen su concesión».

Estas causas se contienen en el artículo 1.A.2) de la Convención de Ginebra de 29 de julio de 1951 ,
por remisión expresa del artículo 3.1 de la expresada Ley reguladora del Derecho de Asilo, y se concretan
en la existencia de fundados temores de ser perseguido por motivos de raza, religión, nacionalidad,
pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas en su país de origen. Acorde con tal exigencia,
se resolverá favorablemente la solicitud de asilo cuando aparezcan indicios suficientes, según la naturaleza
de cada caso, para deducir que el solicitante cumple con los anteriores requisitos (artículo 8 de la citada Ley
). Y, en consecuencia, no procederá la concesión del derecho de asilo si no aparecen indicios suficientes
sobre la existencia de temores fundados de persecución política, que es precisamente lo que acontece en el
presente supuesto.

En la interpretación del artículo 8 de la Ley 5/1984, de 26 de marzo , reguladora del Derecho de Asilo,
esta Sala jurisdiccional de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo ha declarado que « para la
concesión del derecho de asilo no es necesaria una prueba plena de que el solicitante haya sufrido en su
país de origen persecución por razones de raza, etnia, religión, pertenencia a un grupo social específico u
opiniones o actividades políticas, o de cualquiera de las otras causas que permiten el otorgamiento del asilo,
sino que basta que existan indicios suficientes, según la naturaleza de cada caso, para deducir que se da
alguno de los supuestos establecidos en ("le Ley"). Es necesario, sin embargo, que, al menos, exista esa
prueba indiciaria, pues de otro modo todo ciudadano de un país en que se produzcan graves trastornos
sociales, tendría automáticamente derecho a la concesión del asilo y esta no es la finalidad de la
institución» ( STS de 4 de abril de 2000, dictada en el recurso de casación nº 409/1996 , que a su vez cita
otras de 30 de mayo de 1993, 23 de junio de 1994 y 19 de junio de 1998).

A la luz de la anterior doctrina, y teniendo en cuenta los límites derivados de la naturaleza

Centro de Documentación Judicial

6



extraordinaria del recurso de casación, que impide alterar los hechos declarados probados por la Sala de
instancia, aunque no revisar la calificación sobre si los hechos acreditados constituyen o no persecución,
según sostuvimos en la sentencia de esta Sala jurisdiccional de 30 de marzo de 2006 (RC 644/2003 ),
debemos referir que, en el supuesto enjuiciado, el Tribunal a quo no incurre en error, al considerar la falta de
claridad, precisión y coherencia del relato fáctico ofrecido por el solicitante, basado en la descripción de las
amenazas infringidas por las FARC, y, por ello, no resulta ilógica ni arbitraria la apreciación de que no se ha
acreditado la existencia de temores fundados de persecución por motivos de índole política, que avalen la
demanda de protección que otorga la concesión del asilo.

En efecto, compartimos el criterio de la Sala de instancia, que ha realizado un examen riguroso y
exhaustivo de la documentación aportada por el solicitante de asilo, y que concluye su valoración con la
apreciación de que no existen indicios suficientes de persecución por motivos políticos, en los términos del
artículo 1.A.2 de la Convención de Ginebra sobre el Estatuto de los Refugiados .

Debe significarse, en último término, que el escrito de interposición del recurso de casación adolece
de una crítica convincente a la fundamentación jurídica de la sentencia recurrida, al limitarse a discrepar de
la valoración de los hechos que realiza la Sala de instancia y a citar la doctrina jurisprudencial de esta Sala,
lo que promueve ad limine rechazar los subapartados del motivo de casación fundamentados en la
infracción del artículo 17.2 de la Ley 5/1984, de 26 de marzo , reguladora del derecho de asilo y de la
condición de refugiado, y del artículo 24 de la Constitución.

En consecuencia con lo razonado, al rechazarse íntegramente el único motivo de casación articulado,
debemos declarar no haber lugar al recurso de casación interpuesto por la representación procesal de Don
Martin contra la sentencia de la Sección Octava de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional de 20 de mayo de 2008, dictada en el recurso contencioso-administrativo número 182/2006 .

QUINTO.- Sobre las costas procesales.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 139.2 de la Ley reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, procede imponer las costas procesales causadas en el presente recurso a la
parte recurrente.

En atención a lo expuesto, en nombre del Rey, y en ejercicio de la potestad jurisdiccional que emana
del Pueblo español y nos confiere la Constitución,

FALLAMOS

Primero.- Que debemos declarar y declaramos no haber luga r al recurso de casación interpuesto
por la representación procesal de Don Martin contra la sentencia de la Sección Octava de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 20 de mayo de 2008, dictada en el recurso
contencioso-administrativo número 182/2006 .

Segundo.- Efectuar expresa imposición de las costas procesales causadas en el presente
recurso de casación a la parte recurrente.

Así por esta nuestra sentencia, que deberá insertarse por el Consejo General del Poder Judicial en la
publicación oficial de jurisprudencia de este Tribunal Supremo, definitivamente juzgando lo pronunciamos,
mandamos y firmamos .- Pedro Jose Yague Gil.- Rafael Fernandez Montalvo.- Manuel Campos
Sanchez-Bordona.- Eduardo Espin Templado.- Jose Manuel Bandres Sanchez-Cruzat.- Rubricados.
PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior sentencia en el mismo día de su fecha por el Magistrado
Ponente Excmo. Sr. D. Jose Manuel Bandres Sanchez-Cruzat, estando constituida la Sala en audiencia
pública de lo que, como Secretario, certifico.- Alfonso Llamas Soubrier.- Firmado.
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